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Apelación 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de Carolina 

 
 

Caso Núm. 
F CD2016-0681 
 

 
Sobre: 

Ejecución de 
Hipoteca por la Vía 
Ordinaria 

 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry,        
la Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez 
 

Torres Ramírez, Juez Ponente.  
 

RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 

I. 

El 5 de septiembre de 2018, los señores Rigoberto Martínez 

Sánchez y Elsa Milagros Cruz Resto (“los peticionarios”) presentaron 

ante este foro un escrito intitulado “Recurso de Apelación”. Nos 

solicitaron que revisemos una “Resolución y Orden”1 emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina (“el TPI”), 

en el caso Civil Núm. CD2016-00681, el 6 de julio de 20182. 

Mediante ésta, el TPI declaró “No Ha Lugar” una moción urgente 

sometida por los peticionarios ante el foro ad quo el 27 de junio de 

2018.3 

El 12 de septiembre de 2018 expedimos una Resolución que 

literalmente dispone:  

En este caso los demandados recurren de una 
Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia (TPI) 
denegando una moción post sentencia. Véase Anejo II del 
Apéndice. El recurso adecuado es la Petición de Certiorari y 

                                                 
1 Anejo I del Apéndice de la “Apelación”, páginas 2 y 3.  
2 Notificada y archivada en autos el 10 del mismo mes y año). 
3 Anejo II del Apéndice de la “Apelación”, páginas 4 a la 11. 
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no la Apelación. En consecuencia, se acoge el mismo como 
una Petición de Certiorari. La Secretaría mantendrá, no 
obstante, en ánimo de tramitar el caso con celeridad, el 
número alfanumérico que le fue asignado originalmente. 

Considerando que los asuntos planteados en el 
recurso que nos ocupa son de estricto derecho, se concede a 
la parte recurrida (Scotiabank of Puerto Rico) hasta el 19 de 
septiembre de 2018, a las 2:00 p.m. para ilustrarnos sobre 
su postura. 

 

 El 19 de septiembre de 2018, Scotiabank de Puerto Rico (“la 

parte demandante” o “la parte recurrida”) sometió una “Oposición al 

Recurso de Certiorari”. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del auto de certiorari presentado.  

II. 

 En ánimo de cumplir con nuestra responsabilidad 

adjudicativa, resumiremos a continuación los trámites procesales 

que antecedieron la presentación del recurso que nos ocupa.4   

 En el 2016 Scotiabank of Puerto Rico incoó una demanda de 

ejecución de hipoteca contra Andrea Carmona Cruz; y Roberto 

Martínez Sánchez y Elsa Milagros Cruz Resto. La primera fue 

emplazada mediante edicto el 30 de agosto de 2016. Los 

peticionarios fueron emplazados el 6 de octubre de 2016.  A solicitud 

de la parte demandante, el 6 de octubre de 2016 se le anotó rebeldía 

a la parte demandada.  

 El 8 de diciembre de 2017, el TPI emitió una Sentencia 

Sumaria en la que declaró “Con Lugar” la Demanda. En 

consecuencia, ordenó a Andrea Carmona Cruz pagar determinadas 

suma de dinero.5 Además, ordenó la venta en pública subasta del 

bien inmueble hipotecado. Éste había sido adquirido por los 

peticionarios mediante compraventa de Andrea Carmona Cruz 

según Escritura Núm. 19 del 20 de abril de 1999. Así que, al 

momento de estos adquirirla, obraba en el Registro de la Propiedad 

la anotación de la hipoteca que la señora Carmona Cruz constituyó 

                                                 
4 Una exposición más detallada aparece en la Parte IV de la “Oposición al Recurso 

de Certiorari”. 
5 Véase la pág. 3 de la Sentencia Sumaria (que es la página 17 del Anejo IV del 

Apéndice de la “Apelación”).  
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a favor de RG Premier Bank of Puerto Rico, por virtud de la Escritura 

Núm. 582 del 4 de octubre de 1996. 

 El 14 de diciembre de 2017, los peticionarios, que no son 

deudores hipotecarios, solicitaron que se dejara sin efecto la 

mencionada Sentencia.  El 17 de enero de 2018 estas presentaron 

una “Enmienda a la Moción Solicitando que se deje sin efecto la 

Sentencia Sumaria”.6   

 La parte demandante se opuso a la última moción de los 

peticionarios ante el foro ad quo mediante “Moción en Oposición a 

Solicitud de Reconsideración de Sentencia” (radicada el 19 de enero 

de 2018).7 

 El 5 de febrero de 2018, el TPI emitió una confusa resolución 

declarando “Ha Lugar” la “Moción en Oposición a Solicitud de 

Reconsideración de Sentencia” y confirmando la Sentencia del 8 de 

diciembre de 2017.  No obra en el expediente constancia de que los 

peticionarios recurrieran a este foro de esa resolución.  

 Luego de otros trámites procesales, el 17 de julio de 2018, se 

celebró Segunda Subasta en la cual el Alguacil Manuel Villafañe 

Blanco adjudicó la buena pro de la subasta a Scotiabank of Puerto 

Rico. Ese mismo día se otorgó ante notario la Escritura Número 119 

sobre “Venta Judicial”.8 

 El 23 de julio de 2017, el foro a quo, a petición de la parte 

demandante, emitió “Orden de Lanzamiento”9.  

 El 27 de junio de 2018, los peticionarios sometieron el escrito 

intitulado “Urgente Nulidad de Sentencia Dentro del Mismo Pleito, 

Solicitud de Paralización Dejando Sin Efecto Subasta del 10, 17 y 

24 de julio de 2018”10 (sic) en el cual alegaron que la Sentencia fue 

declarada y obtenida mediante fraude, falta representación u otra 

                                                 
6 Véase Anejo 8 del Apéndice de la “Oposición al Recurso de Certiorari” (“AORC”), 

páginas 31-33.  
7 Anejo 10, Ibidem, páginas 29-30. 
8 Anejo 11, Ibid, páginas 17-23. 
9 Anejo 8 del Apéndice de la “Apelación”, pág. 18. 
10 Anejo II del Apéndice de la “Apelación”, págs. 4-11. 
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conducta impropia y porque, además, la parte demanda es parte “de 

la clase en pleitos de clase contra los demandantes” presentada en 

el Tribunal de Distrito Federal para Puerto Rico  (Caso Civil Núm. 

17-02263).  También, mencionó otros pleitos de clase ante aquel foro 

y adujo que varias salas del Tribunal de Primera Instancia habían 

ordenado la paralización de los procedimientos (en casos de 

ejecución de hipoteca). En la súplica, pidió, entre otras cosas, la 

paralización de todo procedimiento en el caso, el archivo sin 

perjuicio para fines estadísticos y la anulación de la Sentencia.   

 El 5 de julio de 2018, la parte demandante sometió “Urgente 

Oposición a Solicitud Urgente de Nulidad de Sentencia y de 

Paralización de Subasta”.11 Adujo que la Sentencia del caso era final 

y firme, que los codemandados (aquí peticionarios) no aparecen 

como demandantes en el caso 17-02263 (ni podrían solo pues en el 

pleito federal se trata de deudores contra instituciones bancarias y 

los demandantes no son deudores) y reclamó que los demandantes 

presentaron la solicitud de relevo (al amparo de la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil) 183 días después de haberse “registrado la 

sentencia” (sic). 

 Como adelantamos en la introducción, el 6 de julio de 2018, 

el TPI emitió Resolución y Orden declarando “No Ha Lugar” la 

urgente solicitud de los señores Martínez Sánchez y Cruz Resto.   

El 19 de julio de 2018, amparándose en la Regla 47 de las de 

Procedimiento Civil, los peticionarios sometieron una moción de 

reconsideración. En su acápite diez (10) reiteraron que “la acción 

pendiente ante la esfera federal […] constituye motivo suficiente 

para activar lo dispuesto en el inciso (f) de la Regla 49.2, supra”. En 

el acápite 12, insistió en que “[d]ado a que el pleito de clase 

pendiente en el Tribunal de Distrito Federal de Puerto Rico envuelve 

                                                 
11 Anejo VI, íd., páginas 19-23. 
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las partes y hechos del caso de marras [corregimos las mayúsculas], 

el resultado del mismo afecta el desarrollo de este caso.” (sic)   

El 30 de julio de 2018 el TPI denegó la moción de 

reconsideración mediante resolución que fue notificada el 7 de 

agosto de 2018. 

III. 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Véase, además, IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012); Pueblo v. 

Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006)12; Pueblo v. Colón Mendoza, 149 

DPR 630, 637 (1999)13. Distinto al recurso de apelación, el tribunal 

de superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de certiorari 

de manera discrecional.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

183 DPR 580, 596 (2011).   

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia 

y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, ante, 

R. 40, establece los criterios que debemos tomar en consideración 

al atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari.14   

                                                 
12 Este caso fue revocado por fundamentos no pertinentes a nuestra discusión.  
13 Íd. 
14 Esta Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 

determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden de 
mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a diferencia 

de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 

análisis del problema. 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la más 
propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no causan 

un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.  
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En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción “es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces”. Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981). La discreción se refiere a “la facultad que tiene 

[el tribunal] para resolver de una forma u otra, o de escoger entre 

varios cursos de acción”. Citibank, N. A., et al. v. Atilano Cordero 

Badillo y otros, Op. de 29 de junio de 2018, 2018 TSPR 119, 200 

DPR _____ (2018); García López y otro v. E.L.A. 185 DPR 371 (2012). 

En ese sentido, ha sido definida como “una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera”. Citibank, N. A., et al. v. Atilano Cordero Badillo y otros, 

ante; Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra, pág. 729. Lo 

anterior “no significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. Hietel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011); Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001); Bco. Popular de 

P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). Ciertamente, 

ello constituiría un abuso de discreción.  

En el marco de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como foro apelativo al intervenir precisamente 

con la discreción judicial. “La discreción que cobija al Tribunal de 

Primera Instancia en sus determinaciones discrecionales es amplia, 

por lo que sus decisiones merecen gran deferencia”. Citibank, N. A., 

Oriental Bank, Scotiabank de Puerto Rico v. Atilano Cordero Badillo y 

otros, ante. Así pues, es norma reiterada que este foro no habrá de 

intervenir “con determinaciones emitidas por el foro primario y 

sustituir el criterio utilizado por dicho foro en el ejercicio de su 

discreción, salvo que se pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o 

parcialidad, incurrió en craso abuso con el ejercicio de la discreción, 

o que incurrió en error manifiesto”. Citibank, N. A., Oriental Bank, 

Scotiabank de Puerto Rico v. Atilano Cordero Badillo y otros, supra. 
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Véase, además, Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 

709 (2012); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

III. 

Hemos examinado los escritos de las partes y los documentos 

que obran en el expediente y resolvemos que debemos abstenernos 

de ejercer nuestra jurisdicción revisora, por lo que denegamos la 

expedición del auto de certiorari.15  

IV. 

 Por las razones antes expuestas, se deniega la expedición del 

auto de certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

  

 

 

 

 

                                                 
15 No escapa en nuestro análisis que los peticionarios no eran deudores 

hipotecarios y ni siquiera son demandantes en el caso civil número 17-cv-

02263-DRD. 


